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del cumplimiento de la sentencia del Tribunal Constitucional en el marco del proceso de ejecución de 
sentencia, en el cual continuaron actuando. En ese sentido, argumentó que el artículo 22 del 
Código Procesal Constitucional establece la posibilidad de que, a solicitud de parte, se utilicen 
medidas coercitivas para lograr el cumplimiento de las sentencias proferidas en dichos procesos. 
Resaltó que este mecanismo no ha sido utilizado por los peticionarios en el proceso de ejecución de 
una sentencia por naturaleza compleja. Resaltó que la misma sentencia del Tribunal Constitucional 
dispuso la aplicación de los apercibimientos coercitivos, lo que implica que deben ser solicitados por 
los peticionarios antes de dar por agotado el fuero nacional. Señaló que el Código Procesal 
Constitucional también consagra la posibilidad de que el juez emita una sentencia ampliatoria 
subsanando la omisión del funcionario que ha incumplido la decisión, sin que peticionarios utilizaran 
tal recurso. 

50. El Estado subrayó que el artículo 24 del Código Procesal Constitucional que 
establece que la resolución de fondo del Tribunal Constitucional agota la jurisdicción nacional, se 
refiere a una controversia sobre el fondo y no al cumplimiento de una sentencia que resolvió a favor 
del recurrente, caso en el cual debe analizarse si se agotaron los recursos disponibles en la vía 
interna para la ejecución de las resoluciones. 

51. En escritos posteriores, el Estado argumentó que existe otra vía idónea y efectiva 
para exigir la protección de los derechos alegados, consistente en el proceso de amparo, concebido 
como una acción de garantía constitucional que mediante un proceso sencillo y breve puede tutelar 
derechos fundamentales como la salud y el goce de un ambiente equilibrado y adecuado al 
desarrollo de la vida. Alegó que los peticionarios no informaron si iniciaron un proceso de amparo o 
las razones por las cuales no lo han hecho, faltando a la carga de la prueba que les corresponde 
según la práctica de la Comisión. 

IV. ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD 

A. Competencia 

1. Competencia ratione personae, ratione /oci, ratione temporis y ratione materiae de la 
Comisión 

52. Los peticionarios se encuentran facultados por el artículo 44 de la Convención para 
presentar denuncias a favor de las presuntas víctimas. Las presuntas víctimas del caso se 
encontraban bajo la jurisdicción del Estado peruano desde el inicio de ejecución de los hechos 
aducidos. Por su parte, el Estado de Perú ratificó la Convención Americana el 28 de julio de 1978. 
En consecuencia, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición. 

53. La Comisión tiene competencia ratione !oci para conocer la petición, por cuanto en 
ella se alegan violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana que habrían tenido 
lugar dentro del territorio de un Estado parte en dicho tratado. Asimismo, la Comisión tiene 
competencia ratione temporis pues la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos por 
la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían 
ocurrido los hechos alegados en la petición. 

54. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se 
.denuncian presuntas violaciones de derechos humanos protegidos por la Convención Americana. La 
Comisión observa que los peticionarios mencionaron los artículos 1 O y 11 del Protocolo de San 
Salvador y los artículos 2, 3, 6, 16 y 24 de la Convención sobre los Derechos del Niño. Aunque en 
virtud del artículo 29 de la Convención Americana, estas disposiciones pueden ser tomadas en 
cuenta para determinar el alcance y contenido de la Convención Americana, la Comisión reitera que 
no tiene competencia para pronunciarse sobre instrumentos aprobados fuera del ámbito regional del 
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disponibles29
• En consecuencia, si la presunta víctima planteó la cuestión por alguna de las 

alternativas válidas y adecuadas según el ordenamiento jurídico interno y el Estado tuvo la 
oportunidad de remediar la cuestión en su jurisdicción, la finalidad de la norma internacional debe 
considerarse cumplida'º. 

65. En ese sentido, la Comisión considera que aunque el recurso de amparo podría ser 
un mecanismo idóneo, no era necesaria su interposición, debido a que ya habían intentado la acción 
de cumplimiento que también constituye una vía adecuada. 

2. El proceso de ejecución de sentencia de la acción de cumplimiento y los mecanismos 
conminatorios 

66. La Comisión observa que existe controversia entre las partes en cuanto a la 
necesidad de esperar la culminación del proceso de ejecución de la sentencia emitida por el Tribunal 
Constitucional en el marco de la acción de cumplimiento. Según el Estado, los peticionarios debieron 
esperar la verificación del cumplimiento de la decisión, mientras que los peticionarios argumentaron 
que su reclamo ante la CIDH no se limita al incumplimiento de la sentencia, sino a violaciones 
sustantivas derivadas de omisiones estatales. En ese sentido, alegaron que en virtud del artículo 24 
del Código Procesal Constitucional, la decisión del Tribunal Constitucional en la acción de 
cumplimiento, agotó la jurisdicción interna. 

67. El presente caso reviste la particularidad de que el recurso agotado por los 
peticionarios fue decidido en su favor. Este hecho puede tener implicaciones en cuanto al requisito 
de agotamiento de los recursos internos en un caso como el presente, en el cual la autoridad judicial 
definió un procedimiento y plazo específicos para la ejecución de la sentencia. En ese sentido, la 
Comisión estima que en este caso el Estado debió tener una oportunidad razonable de dar 
cumplimiento a dicha decisión y solucionar la situación a nivel interno. Por su parte, los peticionarios 
también tenían una expectativa legítima de que las autoridades respectivas cumplieran los mandatos 
del Tribunal Constitucional en el plazo establecido por aquél. 

68. Sin embargo, la información disponible indica que a la fecha de aprobación del 
presente informe - pasados más de tres años desde la decisión del Tribunal Constitucional - el 
proceso de ejecución de sentencia permanece abierto, sin que se hubiera verificado el cumplimiento 
de la decisión, a pesar de tratarse de una situación que reviste especial gravedad y urgencia ya 
verificada por la Comisión en el marco de las medidas cautelares. Asimismo, la Comisión nota que 
consistente con la particular amenaza que la contaminación representa para la población de La 
Oroya, el Tribunal Constitucional otorgó un plazo de un mes. En ese sentido, siguiendo el criterio 
establecido en casos anteriores31

, la Comisión considera que el Estado ha incurrido en un retardo 
injustificado y por lo tanto, los peticionarios se encuentran eximidos de esperar la culminación del 
proceso de ejecución de sentencia, en virtud del artículo 46.2 c) de la Convención Americana. 

69. Finalmente, la Comisión considera que en el presente caso los peticionarios 
acudieron al recurso idóneo para impugnar el incumplimiento de leyes y decretos, y una vez 
obtuvieron un resultado, esperaron un tiempo razonable para que el Estado diera cumplimiento a la 
sentencia proferida en su favor. La Comisión resalta que el tiempo otorgado por el Tribunal 
Constitucional para ejecutar la sentencia fue de un mes y considera que no era necesario que los 

29 CIDH, Informe Nº 40/08, petición 270/07. Admisibilidad./. V. Bolivia, 23 de julio de 2008, párr. 70. 

3° CIDH, Informe N° 57/03, caso 12.337, Marcela Andrea Valdés Díaz. Chile, 10 de octubre de 2003, párr. 40; y 
CIDH, Informe Nº 40/08, petición 270/07. Admisibilidad. /.V. Bolivia, 23 de julio de 2008, párr. 70. 

31 En similar sentido ver: ClDH, Informe Nº 21/09, peticiones 965/98, 638/03 y 1044/04, Acumuladas. 
Admisibilidad. Asociación Nacional de Cesantes y Jubilados de la SUNA T. Perú, 19 de marzo de 2009, párr. 66. 
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pet1c1onarios interpusieran recursos adicionales - como la solicitud de aplicación de mecanismos 
conminatorios - en el marco del proceso de ejecución de sentencia. En todo caso, las autoridades 
judiciales encargadas de verificar el cumplimiento de la sentencia estaban facultadas para utilizar los 
mecanismos conminatorios sin que se tenga conocimiento de que lo hubieran hecho. 

C. Plazo de presentación de la petición 

70. El artículo 46.1 b) de la Convención establece que para que la petición pueda ser 
declarada admisible, es necesario que se haya presentado dentro del plazo de seis meses contados a 
partir de la fecha en que el interesado fue notificado de la decisión final que agotó la jurisdicción 
interna. Esta regla no tiene aplicación cuando la Comisión encuentra que se ha configurado alguna 
de las excepciones al agotamiento de los recursos internos consagradas en el artículo 46.2 de la 
Convención. En tales casos, la Comisión debe determinar si la petición fue presentada en un tiempo 
razonable de conformidad con el artículo 32 de su· Reglamento. 

71. Tal como se indicó supra párr. 69, en el presente caso se ha configurado un retardo 
injustificado en el proceso de ejecución de la sentencia del Tribunal Constitucional. Los peticionarios 
presentaron la denuncia ante la Comisión el 27 de diciembre de 2006, esto es, seis meses después 
de la notificación de la sentencia definitiva. Teniendo en cuenta que el Tribunal Constitucional les 
otorgó un plazo de un mes a las autoridades respectivas para el cumplimiento de la sentencia, que el 
proceso de ejecución permanece abierto, así como el carácter continuado de las violaciones 
alegadas, la Comisión considera que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable. 

D. Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional 

72. El artículo 46.1 c) de la Convención dispone que la admisión de las peticiones está 
sujeta al requisito respecto a que la materia "no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo 
internacional" y en el artículo 47 d) de la Convención se estipula que la Comisión no admitirá la 
petición que sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada 
por la Comisión o por otro organismo internacional. En el presente caso, las partes no han 
esgrimido la existencia de ninguna de esas dos circunstancias de inadmisibilidad, ni ellas se deducen 
del expediente. 

E. Caracterización de los hechos alegados 

73. A los fines de admisibilidad, la Comisión debe decidir si en la petición se exponen 
hechos que podrían caracterizar una violación, como estipula el artículo 47.b de la Convención 
Americana, si la petición es "manifiestamente infundada" o si es "evidente su total improcedencia", 
según el inciso (c) del mismo artículo. El estándar de apreciación de estos extremos es diferente del 
requerido para decidir sobre los méritos de una denuncia. La Comisión debe realizar una evaluación 
prima facie para examinar si la denuncia fundamenta la aparente o potencial violación de un derecho 
garantizado por la Convención y no para establecer la existencia de una violación. Tal examen es un 
análisis sumario que no implica un prejuicio o un avance de opinión sobre el fondo. 

74. La Comisión considera las supuestas muertes y/o afectaciones a la salud de las 
presuntas víctimas como consecuencia de acciones y omisiones estatales frente a la contaminación 
ambiental derivada del complejo metalúrgico que funciona en La Oroya, de ser probadas podrían 
caracterizar violación de los derechos consagrados en los artículos 4 y 5 de la Convención 
Americana, en relación con las obligaciones establecidas en los artículos 1. 1 y 2 del mismo 
instrumento. En el caso de los niños y niñas", la Comisión considera que los hechos podrían 
caracterizar, además violación del artículo 19 de la Convención Americana. 

32 Entendiendo por tales niños, niñas y adolescentes menores de 18 años. 
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75. La Comisión estima que la alegada demora de más de tres años en la resolución de la 
acc1on constitucional, así como el presunto incumplimiento de la decisión definitiva en dicho 
proceso, podría caracterizar violación de los derechos consagrados en los artículos 8 y 25 de la 
Convención, en relación las obligaciones establecidas en los artículos 1. 1 y 2 del mismo 
instrumento. La Comisión también considera que la supuesta falta y/o manipulación de información 
sobre la contaminación ambiental que se vive en La Oroya y los efectos en la salud de sus 
pobladores, así como los alegados actos de hostigamiento contra personas que pretenden difundir 
información al respecto, podrían caracterizar violación del derecho consagrado en el artículo 13 de la 
Convención Americana, en relación con las obligaciones establecidas en el artículo 1.1 de dicho 
instrumento. 

76. Finalmente, la Comisión considera que los hechos planteados no tienden a 
caracterizar una violación del artículo 11 de la Convención Americana. 

V. CONCLUSIONES 

77. Con fundamento en las consideraciones de hecho y de derecho expuestas, y sin 
prejuzgar sobre el fondo de la cuestión, la Comisión lnteramericana concluye que el presente caso 
satisface los requisitos de admisibilidad enunciados en los artículos 46 y 47 de la Convención 
Americana y en consecuencia 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 
DECIDE: 

1. Declarar admisible la petición bajo estudio, con relación a los derechos consagrados 
en los artículos 4, 5, 13, 19, 8 y 25 de la Convención Americana, en conexión con las obligaciones 
establecidas en los artículos 1. 1 y 2 del mismo instrumento. 

2. Declarar inadmisible la petición bajo estudio, con relación al derecho consagrado en 
el artículo 11 de la Convención Americana. 

3. Notificar esta decisión al Estado y a los peticionarios. 

4. Iniciar el trámite sobre el fondo de la cuestión. 

5. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado a la Asamblea 
General de la OEA. 

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 5 días del mes de agosto de 2009. 
(Firmado): Luz Patrica Mejía, Presidenta; Víctor E. Abramovich, Primer Vicepresidente; Felipe González, 
Segundo Vicepresidente; Sir Ciare K. Roberts, Paulo Sérgio Pinheiro y Paolo G. Carozza, Miembros de 
la Comisión. 

La que suscribe, Elizabeth Abi-Mershed, en su carácter de Secretaria Ejecutiva Adjunta de la 
Comisión lnteramericana de Derechos Humanos, de conformidad con el artículo 4 7 del Reglamento 
de la Comisión, certifica que es copia fiel del original depositado en los archivos de la Secretaría de 
la CIDH. 

Elizabeth Abi-Mershed 
Secretaria Ejecutiva Adjunta 


